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DIVISIÓN DE ASESORIA Y GESTION JURÍDICA

               Al contestar refiérase

al oficio N° 11541
3 de noviembre de 2008

DAGJ-1448-2008
Doctor
Luis Paulino Mora Mora
Presidente
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
Estimado Señor:


Asunto: Consulta si el aumento salarial aprobado por la Corte en sesión Nº 26 del 11 de agosto de 2008 para el estrato gerencial del Poder Judicial, se encuentra acorde con el bloque de constitucionalidad y legalidad.

Se refiere esta División a su oficio Nº 7527 de fecha 4 de setiembre de 2008, recibido el día 05 de setiembre del  año en curso,  por medio del cual solicita que este órgano contralor determine la concordancia con el bloque de constitucionalidad y legalidad del aumento salarial aprobado por la Corte en sesión Nº 26 del 11 de agosto de 2008, para el estrato gerencial del Poder Judicial.
I.-Antecedentes

1. El 4 de mayo de 2007 el Consejo Superior en sesión de trabajo de presupuesto 2008, conoció un correo electrónico del Fiscal General de la República, dirigido al Presidente de la Corte mediante el cual solicitaba la equiparación del salario de su plaza al de Magistrado. Dicho asunto fue trasladado a la Corte Plena para su conocimiento.
2. El 22 de mayo de 2007 el Departamento de Personal del Poder Judicial emitió el informe técnico 481-JP-2007, en el que se analiza el aumento salarial, para las jefaturas con responsabilidad gerencial. 

3. El 4 de junio de 2007, en la sesión de Corte Plena nº 18-07, en el artículo XVIII se acordó lo siguiente: “Acoger la revisión del Magistrado Chinchilla, y por ende dejar en suspenso lo resuelto en el artículo XV de la presente sesión, en que se acordó equiparar el salario base del Fiscal General con el cargo de Magistrado, con el fin de que el Departamento de Personal realice un estudio en que se determine si por las funciones y el perfil del cargo de Fiscal General de la República, se requiere aumentar su salario y el de todas aquellas plazas con responsabilidad gerencial”
4. El 17 de enero de 2008 el Departamento de Personal del Poder Judicial emitió el informe técnico 051-JP-2008, en el que se analiza el aumento salarial, para las jefaturas con responsabilidad gerencial.

5. El 22 de mayo de 2008, en la sesión nº 12-2008, el Consejo de Personal del Poder Judicial, en el artículo IV, conoció el informe n° 178-SAP-2008, denominado “Informe para la definición del estrato gerencial en el Poder Judicial y su correcta ubicación salarial.”
6. El 22 de julio de 2008, el Departamento de Personal del Poder Judicial, emitió el informe técnico 847-JP-2008, en el que se analiza el aumento salarial, para las jefaturas con responsabilidad gerencial.
7. El 11 de agosto de 2008, mediante acuerdo de la Corte Plena, en la sesión 26-08, artículo I, se acordó reconocer  a partir del mes de setiembre del presente año un plus salarial a los puestos que conforman la clase gerencial del Poder Judicial.
8. El 1 de setiembre de 2008, mediante acuerdo de la Corte Plena, en sesión 29-08, artículo XVI, se acordó consultar a la Contraloría General de la República, si el aumento salarial aprobado para el estrato gerencial se encuentra acorde con el bloque de legalidad.

II.-Sobre la competencia de la Contraloría General de la República
La Contraloría General de la República es un órgano fundamental cuyo origen se encuentra en la Constitución Política, la que le concede absoluta independencia funcional y administrativa frente a los Poderes de la República, entes y órganos que conforma la Administración Pública, por lo cual sus decisiones se encuentran sometidas únicamente al ordenamiento jurídico. De sus atribuciones constitucionales primordiales se deriva la vigilancia de la Hacienda Pública. 

A nivel legal existe una dispersión de competencias que el legislador le ha encomendado; no obstante, para el cumplimiento de los fines esenciales, el ordenamiento le asigna una serie de potestades, algunas de ellas se encuentran en el capítulo II de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República nº 7428 del 7 de setiembre de 1994, en adelante LOCGR.
En ese orden, el artículo 29 de la LOCGR, y la circular nº CO-529, publicada en La Gaceta nº 107 del 05 de junio del año 2000, denominada “Circular sobre la atención de consultas dirigidas a la Contraloría General de la República”, establecen las disposiciones que se deben observar para la tramitación de consultas. De acuerdo con esta norma el órgano contralor atenderá las gestiones consultivas que versen sobre las materias propias de su competencia y que no traten sobre situaciones concretas que debe resolver la institución solicitante.
Resulta importante indicar que la presente gestión en esta sede, tiene como antecedente un aumento salarial, aprobado por la Corte Plena, para los puestos que conforman la clase gerencial del Poder Judicial, razón por la que dicho órgano requiere la revisión y validación de este acuerdo.

Así planteadas las cosas es menester aclarar como primer aspecto, que dentro del elenco de potestades establecidas por el ordenamiento jurídico a la Contraloría General de la República, no se encuentra la de revisar o dar validez a un acto administrativo de esta naturaleza, en el que se dispone un aumento salarial por parte del máximo órgano del Poder Judicial.  
Consecuencia lógica de lo anterior es la imposibilidad de dirimir un conflicto de naturaleza laboral relacionado con los salarios de los jueces, dado que no está dentro de nuestras competencias hacer pronunciamientos o arbitrar sobre un asunto de política salarial del Poder Judicial, en virtud de que la función constitucional y legal que le compete a la Contraloría General se relaciona específicamente con la afectación directa a la Hacienda Pública.
Delimitado el ámbito de competencia, resulta imposible emitir juicios sobre la interpretación y aplicación de los tipos penales, encaminados a determinar si una conducta resulta típica, antijurídica y culpable, enfocados a un caso concreto como se desprende del acta que genera la presente gestión, ya que esta labor corresponde a los tribunales competentes en la materia. Así planteadas las cosas, en la situación particular que se presenta en esta sede, no es posible analizar los alcances del artículo 48 de la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública Nº 8422, publicada en La Gaceta nº 212 del 29 de octubre de 2004.
Esta Contraloría General considera, además, que no es competente para analizar el tema ético que surge con la decisión administrativa de la Corte Plena en la que se determina el grupo de funcionarios, dentro de los que se encuentra la categoría de Magistrados, a los que se aumentaría el salario, pues como bien se desprende del acta aportada, los consultantes solicitan paralelamente pronunciamiento de la Procuraduría de la Ética, instancia competente en la materia.
Con fundamento en lo anterior, en vista de que se trata de un caso concreto y que por la vía consultiva resulta imposible validar una actuación administrativa, es que no se admite el presente asunto de conformidad con las potestades señaladas en el artículo 29 de nuestra LOCGR y la circular nº CO-529 antes  mencionada.  

III.- Sobre el aumento salarial aprobado por la Corte para el estrato gerencial del Poder Judicial.

Sin perjuicio de lo anterior, proceden algunos comentarios relacionados con el asunto en cuestión, los que se desprenden de la documentación aportada y solicitada con posterioridad por este órgano.  
Se desprende de los antecedentes que se han tenido a la vista, que el Poder Judicial se dio a la tarea de determinar, a lo interno de su organización, los cargos que reunían ciertas características de gestión superior de acuerdo con el tipo de funciones ejercitadas, para establecer de esa forma su remuneración.

Al abordar este tema es necesario tener presente que la potestad del Poder Judicial, Corte Plena, para fijarse por sí mismo su régimen salarial se encuentra cimentada en la propia independencia constitucional que disponen los artículos 9, 152 y siguientes, así como el 177 de la Constitución Política, tema jurídico desarrollado por la Sala Constitucional y Procuraduría General de la República, en el voto 550-91 y dictamen C-202-96, respectivamente.
Además, resulta importante destacar que el órgano superior del Poder Judicial, cuenta con la atribución legal suficiente para aprobar lo concerniente a la clasificación, valoración, asignación de categorías de los puestos de su organización
. Lo anterior permite a este órgano contralor afirmar, que la facultad de determinación de estratos gerenciales, su remuneración, la definición de políticas salariales emana de estas competencias.
Esta Contraloría General no desconoce que en las organizaciones modernas existe un reducido número de puestos en los que la toma de decisiones tiene un alto grado de responsabilidad, que implica liderazgo, originalidad, visión estratégica e institucional de alto nivel, coordinación y planificación, entre otras, que permiten clasificarlos y determinar su régimen. Dicha actividad, de establecer este tipo de plazas, no es ajena a las administraciones públicas, pues resulta adecuada, en la medida en que se cumpla con los requisitos técnicos y legales que dispone el ordenamiento jurídico al efecto. 
Por lo anterior, desde el punto de vista estricto de nuestras competencias, que se puede sintetizar en el resguardo de la Hacienda Pública, la decisión administrativa encaminada a analizar e instituir un régimen especializado para un grupo de puestos por sus características de gestión, no es un aspecto reprochable, en esta sede, al Poder Judicial, como órgano competente para tomar este tipo de medidas. Como tampoco lo es corregir la conveniencia o la oportunidad de no haber hecho el aumento para todas las escalas de puestos y el consecuente conflicto laboral que pudo generar, ya que son cuestiones propias del quehacer administrativo, legalmente autorizadas por el régimen jurídico aplicable.
Sin embargo, de conformidad con los antecedentes que se han tenido a la vista, resulta importante rescatar en primer término que el voto de mayoría del informe N° 178-SAP-2008 del Consejo de Personal, al trasladar el estudio sobre los estratos gerenciales a la Corte Plena, recomendó que en caso de aprobarse este, estimó prudente iniciar los informes técnicos que permitan hacer los ajustes en el sector jurisdiccional  y auxiliar de justicia, para tomar las previsiones presupuestarias para el año 2009. 
De igual modo, de acuerdo con las manifestaciones que se desprenden de las intervenciones que hacen los distintos jerarcas del Poder Judicial, en el acta que se aporta con la gestión, este órgano entiende que el aumento no fue generalizado por una situación de capacidad económica. 
Razón por la que, si existe una voluntad y compromiso de aumentar los salarios de los demás funcionarios, al tratarse de un proceso de revisión aún inconcluso, consideramos que la decisión de iniciar la revisión y aumento salarial en un grupo determinado, en este caso los estratos gerenciales, no afecta el proceso desde una perspectiva integral, partiendo del principio de buena fe y el costo de oportunidad que implica el manejo recursos económicos, ya que en el momento en el que se aumenten los salarios de los demás funcionarios, el asunto llegaría  a su fin.

Dejamos así resuelta su gestión.


Atentamente,

Lic. Carlos Arguedas Vargas

Gerente División

Lic. Roberto Rodríguez Araica                                           Lic. Sergio Mena García
                        Gerente Asociado                                                         Gerente Asociado
Rbr/
Ni: 18874

Ci:
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� Véanse Leyes Nº 5155 del 1 de enero de 1973 y 7333 del 5 de mayo de 1993 y sus reformas, entre otras.





